Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 13:35). 


-La Comisión de Asuntos Administrativos se complace en recibir al señor Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, doctor Jorge Díaz. 


Al comenzar este período de sesiones la Comisión resolvió, ante la llegada de varias 
solicitudes de venia remitidas por el Ministerio, pedir la concurrencia del señor Fiscal de Corte para 
conocer los criterios y procedimientos por los cuales se proponen los ascensos. Nos parece que si 
tomamos conocimiento de ello al comienzo del período legislativo, tendremos un trabajo más ágil que 
nos evitará tener que hacer consultas concretas. 


Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra al doctor Jorge Díaz a quien le reiteramos 
nuestro agradecimiento por su presencia en este ámbito. 


SEÑOR DÍAZ.- Voy a manifestar algo que siempre digo cuando concurro al Parlamento Nacional: para 
mi es una gran satisfacción y un enorme honor venir a esta Casa, en el entendido de que soy un 
funcionario público al cual la sociedad organizada en el Estado le paga un salario para cumplir una 
función. Por lo tanto, me parece lógico, razonable y necesario que rindamos cuentas ante sus 
representantes más directos acerca de cómo estamos desempeñando nuestra tarea. 


Dentro de dos días se cumplirán tres años desde que tomé posesión de mi cargo como 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. A lo largo de este lapso he concurrido en reiteradas 
oportunidades a distintas Comisiones, tanto de la Cámara de Senadores como de la Cámara de 
Representantes: la de Presupuesto; la de Hacienda; la de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, etcétera. Concretamente, es la tercera vez que asisto a esta Comisión de Asuntos 
Administrativos. Recuerdo que lo hice el 1? de marzo de 2012, antes de ser designado Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, y en esa oportunidad tuve ocasión de expresar cuáles serían los 
principios y los lineamientos generales de nuestra gestión. Con posterioridad a nuestra designación, el 
21 de agosto de 2013, solicitamos ser recibidos por la Comisión de Asuntos Administrativos para hacer 
una especie de rendición de cuentas acerca del estado de situación a ese momento, a la luz de 
aquellos principios y propósitos que nos habíamos trazado. 


En el año 2014, por razones obvias, no quisimos concurrir al Parlamento, por lo que 
agradezco esta oportunidad que se me brinda de poderlo hacer en el día de hoy, instancia en la que la 
Comisión empieza sus funciones en esta legislatura. 


La política de recursos humanos de la Fiscalía se inserta dentro de una política de 
mejoramiento y de fortalecimiento del Ministerio Público. Esto no es algo aislado, sino un proyecto o un 
programa de fortalecimiento de la gestión del Ministerio Público que tiene como norte fundamental 
mejorar el sistema de funcionamiento de administración de justicia en el país. 


En ese contexto, delineamos una política de recursos humanos, dentro de la cual se 
encuentran, entre otros, los fiscales -a quienes me voy a referir estrictamente en el día de hoy-, que 
tiene cinco ítems fundamentales. Primero, la adecuada selección de las personas que ingresen a la 
Institución; segundo, el establecimiento de un sistema de ascensos absolutamente transparente; 
tercero, el aumento del número de funcionarios para cumplir con la función en mayores niveles de 
eficacia y eficiencia; cuarto, una adecuada y permanente capacitación; y, por último, un adecuado 
control del cumplimiento de las funciones asignadas por parte del jerarca. 


En el día de hoy me voy a referir a los tres primeros ejes, relacionados con la adecuada 
selección del personal para el ingreso. 


Recuerdo que en marzo de 2012, antes de ser designado Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, expresé que el sistema de ingresos a la carrera de fiscales iba a ser por 
concurso abierto de oposición y méritos. En realidad, en ese momento asumimos dos compromisos 
muy claros y concretos: tanto los ingresos a la carrera de fiscales como los correspondientes ascensos, 
serían por concurso abierto de oposición y méritos. En aquel momento planteamos que era imposible 
hacer los concursos al mismo tiempo en una institución donde nunca antes se habían realizado. Por 


eso pedimos a la Comisión un plazo de dos años para instrumentar los concursos de ascensos porque 
desde el principio dijimos que los ingresos iban a ser de esa manera. 


Desde mi asunción como Fiscal de Corte todos los ingresos que se han realizado para la 
carrera de fiscal han sido por concurso abierto de oposición y méritos. Y a partir del 1% de enero de 
2014 todos los ascensos dentro del Ministerio Público también se hacen por concurso de oposición y 
méritos. Con satisfacción hoy podemos decir que, por un lado, hemos llevado adelante aquella política 
que habíamos delineado y considerábamos que era la mejor y, por otro -que no es menos importante-, 
hemos cumplido con la palabra empeñada ante la Comisión. 


Haciendo un poco de historia, hay cuatro categorías de fiscales: el cargo de ingreso que es 
de Fiscal Adscripto, el de Fiscal Adjunto, el de Fiscal Departamental -que corresponde a los titulares en 
el interior- y el de Fiscal Nacional, que son los de Montevideo. 


En realidad, el cargo de Fiscal Adscripto no existía. Cuando nosotros asumimos había un 
grupo de funcionarios que integraban el Escalafón A) -el escalafón técnico que estaba compuesto por 
Secretarios Letrados o Asesores Letrados-, que no integraban el Escalafón N), no se los consideraba 
fiscales y por lo tanto tampoco se requería venia para su designación. 


En la Rendición de Cuentas correspondiente al año 2012, que rigió en el año 2013, 
impulsamos la transformación de los cargos de Secretario Letrado y Asesor Letrado en cargos de 
Fiscal Adscripto y creamos esa categoría. Esa norma fue aprobada por unanimidad por el Parlamento 
en las dos Cámaras. Repito, fue un proyecto que remitimos al Poder Ejecutivo y este al Parlamento 
que lo aprobó por unanimidad. 


Fue así que se produjo la transformación de todos los cargos de Secretarios Letrados y 
Asesores Letrados en cargos de Fiscal Adscripto. En esa oportunidad había 68 cargos que estaban 
ocupados y 30 que no lo estaban, lo que totalizaban 98 cargos. Para que los 68 cargos que estaban 
ocupados pasaran del Escalafón A) al N) -pese a que la transformación la hacía la ley- igualmente 
requerimos la venia del Parlamento, que fue concedida. Es decir que no hay ningún fiscal, ni aun 
aquellos que pasaron a ser fiscales por la transformación de su cargo, que no haya sido designado 
con venia del Parlamento. 


En ese momento, tuvimos un problema con la Ley N* 18.996, de Rendición de Cuentas del 
año 2012, porque los Secretarios Letrados y los Asesores Letrados habían quedado incluidos en el 
sistema de la ventanilla única. Entonces la Unidad Ejecutora no podía hacer los concursos. Son las 
cosas que se van colando. En ese mismo año propusimos al Poder Ejecutivo, y éste al Parlamento, un 
proyecto de ley que excluyera a los Secretarios Letrados y a los Asesores Letrados del sistema de la 
ventanilla única para poder hacer nosotros los concursos. El Poder Ejecutivo remitió el proyecto de ley 
y fue aprobado por unanimidad por ambas Cámaras. Con franqueza puedo decir que nos dio gran 
satisfacción porque sentimos que desde el Poder Ejecutivo como desde el Parlamento con todos los 
partidos políticos que tienen representación parlamentaria, había apoyo a la gestión y a las propuestas 
que veníamos llevando adelante. 


Inmediatamente de aprobado el proyecto de ley hicimos el llamado a concurso de oposición y 
mérito para el ingreso de Secretarios Letrados, porque la transformación entraba a regir el 1 de enero 
de 2013. El llamado lo hicimos en 2012 para Secretarios Letrados y Asesores Letrados o para el cargo 
que se creara una vez que operada la transformación. Más o menos formulamos una redacción similar. 
Además, por esa misma Rendición de Cuentas se creaban 48 cargos de Fiscales Adscriptos. Es decir 
que esa categoría que se creó por la Rendición de Cuentas pasó a tener 98 cargos, de los cuales 68 
están ocupados y 30 están vacantes, si le agregamos los 48 cargos de Fiscales Adscriptos, serían 146, 
a los que se suman dos cargos más que estaban ocupados por personas contratadas por el PNUD y 
a su vencimiento se les hizo un informe y pasaron a ocuparlos. En definitiva, actualmente hay 148 
cargos. 


Se realizó un llamado a concurso a nivel nacional, de oposición y méritos, al que se 
presentaron 726 abogados de todo el país. Se hizo una preselección de 300, no en base a un sorteo 
sino teniendo en cuenta el promedio de notas que las personas habían obtenido en su currículo en la 
Facultad, lo cual nos pareció más justo. El concurso fue aprobado por 91 personas que hoy ya han 
ingresado al Ministerio Público para cubrir todas las vacantes generadas más las que se siguieron 
generando. De hecho, en virtud de que se agotó el orden de prelación, el año pasado hicimos un 
segundo concurso para llenar cargos de Fiscal Adscripto. Ya hicimos la propuesta de designación de 


los primeros nueve lugares, por lo que en breve los señores Senadores recibirán las solicitudes de 
venia para designarlos, todos ellos en el interior del país. 


Los Fiscales Adjuntos representan el segundo escalón y se trata de cargos que existen sólo 
en la ciudad de Montevideo, pues no hay Fiscales Adjuntos en el interior del país. Lamentablemente, 
nuestra ley orgánica es bastante macrocefálica y se va avanzando en las carreras a medida que se 
van acercando a Montevideo. Por nuestra parte, estamos absolutamente en contra de esa posición, 
pero mientras no cambiemos la ley esa es la realidad. Para el caso de los Fiscales Adjuntos no hubo 
ninguna designación directa de mi parte como Fiscal de Corte y se hizo un llamado a concurso, se 
aprobó el orden de prelación y se llenaron cuatro o cinco de las vacantes generadas. Cabe aclarar que 
para este cargo no se generan muchas vacantes. El orden de prelación de los concursos tiene un plazo 
de dos años de vigencia, vencido el cual hay que hacer un nuevo concurso; en este caso, los dos años 
se vencen el 15 de mayo, por lo que seguramente tengamos que hacer un segundo concurso a pesar 
de que no se agotó la lista de prelación. 


Los Fiscales Departamentales son los fiscales titulares en el interior del país. En uso de esa 
especie de plazo de gracia que le pedimos a la Comisión de Asuntos Administrativos en aquel 
momento, hasta el 1% de enero de 2014, las vacantes que se generaron fueron cubiertas mediante 
propuestas al Poder Ejecutivo de designaciones directas del Fiscal de Corte, el Poder Ejecutivo solicitó 
las venias y el Senado las votó. Ahora ya se hizo el llamado a concurso para Fiscales Departamentales 
y, si bien no tengo aquí las cifras exactas, hay aproximadamente 20 o 25 fiscales de categorías 
inferiores que lo aprobaron. Ya hemos hecho tres propuestas al Poder Ejecutivo, siguiendo el orden de 
prelación del concurso, para designar a la doctora Morales, a la doctora Siqueira y a la doctora 
Rodríguez Trindade, para Chuy, Río Branco y Bella Unión, respectivamente. Si aún no les han llegado 
las solicitudes de venia para estas designaciones, supongo que deben estar por llegar. 


Para Fiscales Nacionales, que es el máximo grado dentro del Ministerio Público, también 
hicimos el llamado a concurso de oposición y méritos que ya ha culminado y se ha aprobado el orden 
de prelación. De hecho, ya hay dos Fiscales, la doctora Adriana Edelman y el doctor Ricardo Chiechi, 
que ya ascendieron pues fueron designados con venia otorgada en esa oportunidad por la Comisión 
Permanente porque el Parlamento estaba en receso. La doctora Edelman ya está trabajando como 
Fiscal Nacional en lo Penal de 12* Turno y el doctor Chiechi como Fiscal de Menores, creo que de 
tercer turno. Existe una tercera propuesta de designación de la doctora Estela Llorente, que salió 
tercera en el concurso, actual Fiscal Departamental de Maldonado, en vía de ascenso para Fiscal 
Letrado Nacional de 10" turno, si la memoria no me falla. 


Por otra parte, en abril se ha generado una nueva vacante en la Fiscalía de Aduana y para 
ese caso estamos haciendo una evaluación. Como ustedes saben, para los cargos de Fiscales de 
Hacienda y de Aduana no se requiere venia, tal como lo establece la ley orgánica. Ahora bien, estamos 
evaluando si la persona que asciende será dirigida a ese lugar o, en su defecto, irá a otra Fiscalía, en 
cuyo caso también solicitaremos la venia correspondiente. Con esto quiero decir que cumplimos con la 
palabra empeñada en cuanto a que todos los ingresos y todos los ascensos, desde el 1? de enero de 
2014 a la fecha, se hacen por concurso de oposición y mérito. Los concursos de Fiscales Adjuntos de 
Corte, los de Fiscales Letrados Departamentales y los de Fiscales Letrados Nacionales, siempre se 
hacen con esta modalidad. 


Como los señores Senadores comprenderán, cuando se implementan este tipo de políticas 
de gestión de recursos humanos en una institución donde nunca antes se habían desarrollado 
concursos, se generan ciertas resistencias; la gente suele resistirse a salir de su zona de confort. De 
todas maneras, podemos decir que hemos recorrido este camino en el que la institución no tenía 
experiencia, que fuimos aprendiendo de nuestros propios errores y también corrigiéndolos. En realidad, 
por lo menos hasta donde la memoria me alcanza, sobran los dedos de una mano para contar los 
recursos que pudo haber en cada uno de los concursos. Generalmente refieren a la corrección de la 
prueba y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene jurisprudencia constante en el sentido de 
que este Tribunal no ingresa a esa instancia como para dirimir si corresponde un punto más o un punto 
menos. 


Todo este procedimiento se hace dentro de un marco orgánico, institucional y jurídico. 
Nosotros aprobamos un reglamento general de concursos que consta de más de 68 artículos y rige 
para todos los concursos de la Institución; pero no los voy a aburrir con esto, sino que dejo una copia 
para los señores Senadores. Obviamente, hay mucha cosa que queda reservada para las bases 
particulares pero, en general, todos nuestros concursos se realizan en tres etapas. La primera de ellas, 
es una prueba de conocimiento, una prueba de oposición de carácter eliminatorio y para salvarla se 


debe obtener un porcentaje mínimo del puntaje asignado a la prueba en el concurso; de lo contrario, no 
se pasa a las siguientes etapas. 


En el reglamento se establece el anonimato y se cumple estrictamente con un procedimiento 
por el cual el tribunal del concurso cuando corrige la prueba no sabe a quién pertenece. Al momento de 
la entrega se establece un sistema de dos sobres. La prueba va en un sobre sin identificar y en otro 
sobre más pequeño se coloca la identificación; se les pone el mismo número. Los números quedan 
bajo la custodia de un escribano de la Fiscalía, así que cuando el tribunal corrige las pruebas no sabe a 
quién pertenece. Es más, las pruebas para los concursos internos se hacen por computadora de 
manera de evitar que se identifique la letra. Obviamente, ese procedimiento no se puede aplicar a los 
concursos externos porque son de hasta doscientas personas y resulta bastante complejo. Sin 
embargo, en ese caso parece ser que el riesgo es absolutamente menor. Luego, se corrige la prueba y 
en un acto público se abren los dos sobres y con el número se identifica a quién pertenece esa prueba 
y qué puntaje sacó la persona. 


Posteriormente, se pasa a la segunda etapa, que consiste en la evaluación de los méritos, de 
acuerdo a lo que se estableció en las bases particulares. En los concursos internos dentro de los 
méritos se incluye la antigúedad calificada porque así lo marca la ley orgánica -que implica que se le 
asigne un puntaje distinto a los años según la antigúedad que la persona tenga en cada una de las 
categorías- y también todos los méritos relacionados con los cursos y capacitación. 


La tercera etapa, consiste en una evaluación psicolaboral -esta es la denominación exacta, o 
sea que no es un psicodiagnóstico ni un test de personalidad-, realizado por una psicóloga que trabaja 
en la Institución con base en pautas aceptadas universalmente, con lo que se busca determinar la 
idoneidad que pueda tener la persona para desempeñar o no el cargo al que aspira. Cabe aclarar que 
los parámetros no los establece el Fiscal de Corte, sino el tribunal. Esa prueba también es anónima 
porque se utiliza el sistema de los sobres, por lo tanto, el psicólogo no sabe a quién pertenece cada 
uno de ellos. El procedimientos de aperturas de sobres, también se realiza en un acto público, con la 
presencia de un escribano. Esto es así porque el contenido de cada evaluación es reservado a cada 
concursante, si es que este quiere conocerlo. Por tanto, los demás concursantes no pueden saber el 
resultado de la evaluación de sus contendientes. Se hace así para mantener el principio de reserva. 


De ese proceso de evaluación se obtiene un puntaje y es en base a él que se establece el 
orden de prelación. Luego, basándonos en ese orden, nosotros hacemos las propuestas de 
designación. 


Les dejo una copia del reglamento general del concurso y también de las bases particulares 
de los concursos de Fiscal Adscripto, de Fiscal Adjunto, de Fiscal Departamental y de Fiscal Nacional, 
es decir, de cuatro categorías de Fiscales. 


Pensamos que este sistema -que, obviamente, puede ser perfectible- asegura la 
transparencia, la cristalinidad. Así, pues, en el período anterior pudimos proponer al Senado de la 
República, la designación de 82 Fiscales Adscriptos -en aquel momento había 48 cargos creados más 
las otras vacantes- con la más absoluta tranquilidad de conciencia. Lo digo hasta con orgullo, porque 
yo no conocía a ninguna de las personas que estaba proponiendo: ellos eran quienes habían aprobado 
un concurso abierto de oposición y méritos. 


Reitero, para nosotros la transparencia y la cristalinidad en los procedimientos es una 
cuestión de principio y, además, es algo a lo que nos habíamos comprometido. 


Quisiera referirme a una última excepción: todos estos principios son para los cargos del 
escalafón “N”. Hay cargos del escalafón *N” que, si bien están dentro del escalafón de Magistrados, no 
cumplen funciones de Fiscales, sino de gestión administrativa. Me refiero, concretamente, al Fiscal 
Adjunto de Corte, a los tres Secretarios Letrados y los dos Prosecretarios Letrados de la Fiscalía de 
Corte. 


Cabe aclarar que el cargo de Fiscal Adjunto de Corte quedará vacante este año, mientras 
que en los demás cargos, ha quedado vacante uno de Secretario Letrado y dos de Prosecretario 
Letrado. Estos han sido llenados por designación directa. Son cargos de gestión, que implican cierto 
grado de confianza, de conocimiento de parte del Fiscal de Corte. No requieren venia del Senado, sino 
que los propone directamente el Fiscal de Corte y los designa el Ministro. 


Estoy a las órdenes para responder las preguntas que deseen formular los señores 
Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar la palabra a los demás integrantes del Cuerpo no sin antes hacer la 
advertencia de que a las 14:30 está citada la Asamblea General. Por lo tanto, tendremos que retirarnos 
sobre las 14:20 o 14:25. 


SEÑOR PINTADO.- Soy consciente de lo que acaba de señalar, señor Presidente. 


Antes que nada, quiero destacar su iniciativa de invitar a la Fiscalía para interiorizarnos sobre 
este tema -más allá de que algunos tenemos mucha experiencia parlamentaria-, desarrollando así un 
criterio que va a ser permanente, tal lo como señalaba ayer en la sesión del Senado. 


Pienso que hemos recibido una explicación y una información muy exhaustivas respecto a los 
mecanismos de ingreso y de ascenso, así como a los concursos de oposición y mérito y al 
cumplimiento de los compromisos asumidos frente al Parlamento. Por cierto, en materia concursal no 
es fácil establecer plazos para instituciones que no están acostumbradas. A veces, dos años, parece 
mucho tiempo. Sin embargo, cuando se está adentro de una organización parece muy breve, entre 
otras cosas, por las tensiones que se generan. Sin duda, esta es una cuestión muy interesante. 


Por lo tanto, consideramos que toda esta información va a ser útil para todo lo que va a venir 
en todo este período de ascensos. 


Quisiera realizar una pregunta, solo por curiosidad, que no afecta la transparencia de lo que 
se ha señalado aquí porque el mecanismo que se utiliza, diría, es hasta extremadamente garantista. 
De todos modos, en esto prefiero tener exceso de garantías y no que falte alguna precaución. Solo me 
gustaría saber si para los concursos de oposición y mérito, se prevé la realización de cursos previos. 
Desconozco si se procede así y, por supuesto, es opinable, pero me parece saludable o bueno porque 
el concurso termina siendo una especie de examen donde todos, en igualdad de condiciones, 
accedieron a las mismas herramientas de conocimiento para después poder dar la prueba. 


Reitero que no sé si se prevé hacer cursos en el futuro, aunque supongo que no porque en 
dos años se debe lograr el milagro de hacer concursar en una institución que nunca había puesto en 
práctica este mecanismo. 


Entiendo que en este momento la Fiscalía está en condiciones de garantizar el mejor 
cumplimiento de la tarea. La garantía del ascenso ya está dada mediante concurso de oposición y 
mérito, ahora falta que la Institución tenga la mayor certeza de que la tarea va a ser bien desempeñada 
en todos los casos. Precisamente, podemos entender que la evaluación psicolaboral es una etapa que 
está pensada para ver si la persona puede desempeñarse en el cargo para el que concursa. Me 
imagino que con esta etapa se está pensando en determinadas situaciones y que quien salve el 
concurso pueda tomar decisiones adecuadas. Esto se puede hacer con el procedimiento descripto o 
con un concurso previo. 


En fin, simplemente quiero saber si se ha previsto la realización de cursos previos. 
Finalmente, me congratulo por el informe que hemos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, haríamos una ronda de 
preguntas para que luego el Fiscal de Corte las responda todas juntas. 


SEÑOR AGAZZI.- Antes que nada quiero felicitar al Fiscal de Corte por el éxito en haber logrado que 
todos los ingresos y ascensos fueran por concurso. El no hacerlo de ese modo es algo complejo para 
tomar una justa resolución e incluso si pensamos en la presión que recibe el funcionario que debe 
tomar la decisión. El concurso es un mecanismo objetivo que hasta libera a quien debe hacer la 
designación. 


Voy a formular una pregunta sobre un tema que quizá esté en el propio reglamento, pero 
pido disculpas por una posible ignorancia. ¿Se trata de Comisiones asesoras que toman la prueba, 
asignan el puntaje, hacen la evaluación y luego sugieren la designación o es un tribunal? Si fuera un 
tribunal, la resolución la toma el tribunal. De ser así: ¿cómo se integra el tribunal y quiénes son sus 


integrantes? Planteo esta interrogante porque la clave de este mecanismo es quién tiene la vara de 
medir. 


Me parece que es importante que en el conjunto del Estado se brinde ese aprendizaje porque 
de ese modo visualizamos un futuro donde cada vez haya más concursos y menos designaciones. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo más que agregar, salvo después coordinar con los otros miembros 
de la Comisión, la información que nos gustaría recibir cada vez que llega una venia, porque cuando 
recibimos el informe del Ministerio se dice que se realizó un concurso, que lo ganó, pero nada más. 
Creo que esto es más que nada a nivel de Secretaría de Comisión. Luego de conversar entre los 
miembros vamos a pedir esa información para mejorar nuestra ilustración y no molestar a cada rato. Si 
recibimos la información completa de lo que necesitamos, serán menos los trámites que tengamos que 
hacer. 


SEÑOR DÍAZ.- Voy a empezar por el final. No tenemos ningún inconveniente en remitir toda la 
información. Incluso sería bueno tener una especie de protocolo para saber cuáles son los puntos que 
debemos incluir. En realidad, el acuerdo debería ser con el Ministerio que es quien hace la solicitud. 
Nosotros le enviamos al Ministerio hasta el testimonio del expediente del concurso. 


Con relación a la pregunta específica sobre un curso previo, debo señalar que no hay, no 
hemos tenido ni tiempo ni posibilidades económicas porque pese a que somos una unidad ejecutora 
dentro del Ministerio de Educación y Cultura -esperamos que este sea el último año-, no tenemos ni un 
solo peso para educación. Por lo tanto, es absolutamente imposible. Lo que hemos desarrollado en 
materia de capacitación -que es muchísimo- ha sido con base en convenios con la Unidad Europea, 
OEA, Inecip, Fiscalía General de Colombia, Fiscalía de Chile y Fiscalía General de Estados Unidos. En 
fin, hemos realizado muchísimas actividades de capacitación, sobre todo, pensando en la aplicación 
del nuevo Código; debemos estar desarrollando más de treinta o cuarenta actividades de capacitación 
al año, pero no tenemos posibilidades de hacer un curso previo. No obstante, para tranquilidad de los 
señores Senadores, trasmito que en las bases particulares se establece cuáles son los temas que son 
objeto del concurso. Precisamente, son temas que tienen relación con la tarea de los Fiscales. Los 
temas tienen que ver con el ejercicio diario de la actuación del Fiscal. No hay ningún tema jurídico que 
no diga relación directa con su actuación diaria. Por tanto, estamos haciendo un concurso teórico sobre 
lo que ellos hacen todos los días. Incluso, está establecido en las bases cuáles son los temas y qué 
puntaje se asigna a cada prueba. En general los concursantes deben hacer una acusación de un juicio 
penal, que tiene un determinado puntaje, y deben responder varias preguntas, que tienen que cubrir 
ciertos temas. Todo eso está regulado. 


En segundo lugar, el Fiscal de Corte aprueba el reglamento, aprueba las bases, designa el 
tribunal y a partir de ese momento, hasta que recibe el informe del tribunal del concurso, no interviene 
para nada. Cuando recibimos el informe del tribunal de concurso, hay una resolución del Fiscal de 
Corte que lo único que dice es: «Apruébase lo actuado por el Tribunal» y «Homológuese el orden de 
prelación resultante del concurso». Se publica en la página web y ahí termina mi intervención. Si 
existieran recursos, sería otra la historia, pero en principio el procedimiento es ese. 


En tercer lugar, se nos preguntaba cómo se seleccionan los miembros. En los concursos de 
ingreso y de ascenso, menos el correspondiente al cargo de Fiscal Nacional, hasta ahora los 
integrantes de los tribunales -tres titulares y tres suplentes- han sido miembros del Ministerio Público y 
se ha tratado siempre de elegir personas que tengan vinculación con la Facultad o que sean docentes, 
para aprovechar su experticia, y de cubrir todas las materias, es decir, la penal, la civil, la aduanera, 
etcétera, para tener un equilibrio. Para el concurso de Fiscal Nacional recurrimos a la doctora Mariana 
Malet, que es una profesora de Derecho Penal de la Facultad de Derecho y una ex-Fiscal Nacional, 
porque está jubilada, y al doctor Bernardino Real, que era el Presidente del Colegio de Abogados en 
ese momento. El cargo de Fiscal Nacional es el más alto y entendíamos que teníamos que recurrir a 
gente de fuera de la Institución que diera todas las garantías, no porque las otras personas no las 
dieran, sino porque en este caso se nos hacía un poco más difícil. De todas maneras hemos hablado 
con la Facultad de Derecho de la Universidad de la República, ya firmamos un memorándum de 
entendimiento y tenemos previsto recurrir a docentes de la Facultad para integrar los tribunales. 


Pero no debemos olvidar que siempre que designamos a alguien para un tribunal, le estamos 
dando un premio y un castigo, porque no podemos pagar las horas de trabajo que implica integrar un 
tribunal. De manera que los señores Senadores se imaginarán que no es fácil que la gente disponga 


de tiempo para participar en todas estas etapas, creo que con algún grado de razón, más allá del honor 
que pueda significar. 


Respecto de la prueba psicolaboral, les voy a contestar con la más absoluta franqueza: no 
tengo idea, porque en realidad, por una política institucional, el Fiscal de Corte trata de no saber 
absolutamente nada de lo que está pasando en el concurso hasta que termina. Si hay algún 
inconveniente de instrumentación o dificultades materiales que la Institución pueda resolver, 
intervenimos, pero de lo contrario lo único que hacemos es aprobar el reglamento del concurso, fijar las 
bases, etcétera, es decir, marcar la cancha. Luego la tarea es del tribunal, porque nos parece que así 
tiene que ser. 


Por último, sé que estamos con los plazos apretados, pero les pediría por favor si fuera 
posible y si tuvieran a bien considerar la propuesta de la doctora Llorente, porque tenemos una vacante 
desde hace bastante tiempo y la verdad es que cada vacante implica subrogaciones, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos mucho al señor Fiscal de Corte y estoy seguro de que lo 
vamos a estar viendo en los próximos meses con bastante asiduidad, porque vamos a tener que 
considerar el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, que ingresó por la Cámara de 
Representantes, por el que se le da autonomía a la Fiscalía. 


Creo interpretar el sentir de la Comisión al decir que estamos realmente muy agradecidos y 
contentos por los procedimientos que ha establecido la Fiscalía de Corte y hacemos votos para seguir 
trabajando junto con el señor Fiscal en los años por venir, desde luego. 


(Se retira de Sala el señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, doctor Jorge Díaz). 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


-«El Poder Ejecutivo remite un Mensaje solicitando la venia correspondiente para destituir de 
su cargo, por la causal de ineptitud física, a un funcionario del Ministerio de Salud Pública, Unidad 
Ejecutora 001, “Dirección General de Secretaría”, Escalafón “F”, Grado 02». 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 14 y 10). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


